Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 35.) 


La Comisión Especial con Fines de Asesoramiento Legislativo sobre Inteligencia de Estado 
tiene mucho gusto en recibir al Director del Centro de Ginebra para el Control Democrático de las 
Fuerzas Armadas (DCAP), doctor Philipp Fluri. 


Desde la instalación de esta Comisión hubo expectativa por conocer el trabajo del DCAF, por 
tener algún intercambio con su Director y por acceder a lo que ha elaborado y producido, no solo en lo 
que tiene que ver con las Fuerzas Armadas y el Servicio de seguridad, sino también con el control 
parlamentario. 


Como el doctor Fluri sabe, este Parlamento nacional está abocado, en una Comisión 
bicameral, a elaborar una ley marco sobre inteligencia. Uruguay no tiene una ley marco sobre 
inteligencia sino marcos normativos muy escasos. Hay un compromiso de todo el sistema político, de 
todos los partidos políticos con representación parlamentaria, de avanzar en esa ley marco que atienda 
a una función como la inteligencia, que es valorada por todos como muy importante, en tanto involucra 
la necesaria comunicación e información para el proceso de toma de decisiones en lo que tiene que ver 
con los intereses estratégicos que tiene el país. 


Agradecemos la disposición del doctor Fluri, quien se ha puesto a nuestras órdenes desde la 
instalación de esta Comisión. Hemos elaborado una agenda, que está comenzando ahora, con una 
introducción general del doctor Fluri y la discusión que surja de ella. Luego de una pausa 
continuaremos con los modelos que el Centro ha analizado y con el análisis de marcos legales en 
distintas áreas del mundo, que son diferentes soluciones que se han encontrado, fundamentalmente en 
lo que tiene que ver con los temas de control que hacen al fortalecimiento de la institucionalidad 
democrática. 


Se encuentran presentes el señor Diputado José Amy, del Partido Colorado, el señor 
Diputado Iván Posada, del Partido Independiente, los Senadores Susana Dalmás y Luis Rosadilla, del 
Frente Amplio, los señores Diputados Javier García y Jaime Trobo -Vicepresidente de esta Comisión 
bicameral- del Partido Nacional, la señora Diputada Ivonne Passada y los señores Diputados Pablo 
Pérez González, Gustavo Rombys y Jorge Caffera -suplente del señor Diputado Michelini- del Frente 
Amplio. 


SEÑOR FLURI.- Señor Presidente, Senadores y Diputados: es un gran placer estar aquí. Es la tercera 
vez que estoy en el país. La primera fue en 2005, cuando se organizó una conferencia junto a la Unión 
Interparlamentaria y los Parlamentos de Argentina y Uruguay, y la segunda fue en 2008, para una 
presentación del libro sobre el control democrático de las actividades de inteligencia. 


Quiero agradecer especialmente al señor Diputado Bayardi, Presidente de la Comisión, quien 
hizo posible esta reunión. 


Para mis colaboradores y para mí es muy importante este tipo de discusión acerca de cómo 
se hace una ley de estas características en un país democrático y cómo se discute en cada país este 
proceso. Los resultados pueden ser los mismos o similares, pero el proceso en cada país siempre es 
diferente. Nosotros aprendemos mucho de ellos. 


El Centro es una iniciativa suiza. Es una organización intergubernamental creada hace doce 
años. Hoy tiene sesenta y dos países o gobiernos miembros, y nos gustaría mucho invitar otra vez a 
Uruguay a ser miembro de nuestra organización. Sus vecinos, Argentina y Chile, ya son miembros. 
Toda actividad en el Centro es facultativa. 


Nuestro trabajo involucra tres aspectos. Por un lado, la documentación de buena práctica. 
Esto refiere al control no solamente de la esfera de seguridad sino también de la gestión. Cuando 
hablamos con profesionales militares o con profesionales de inteligencia de la policía ellos tienen la 
impresión de que queremos controlar lo que hacen y no la pasan bien. Hay que dar evidencia de que 
somos expertos en las cuestiones de gestión. Por eso, si entran a nuestra página "web" encontrarán 
muchísimos estudios comparativos sobre la gestión de este tipo de servicios de las Fuerzas Armadas, 
de planificación de defensa, de políticas de defensa. 


Otro aspecto de nuestro trabajo es la cooperación con actores de control y de seguridad de 
unos treinta países. Tenemos procesos de cooperación con todos los actores. En primer lugar, con los 
Parlamentos como actores de control, y también con los militares, con la policía, los guardias 
fronterizos, la inteligencia, los Ministros de la esfera pública y las organizaciones no gubernamentales. 


El tercer aspecto de nuestro trabajo es la cooperación con las organizaciones regionales 
internacionales en el establecimiento de estándares, normas, valores, procedimientos. En ese sentido, 
remarcamos nuestro trabajo con las Naciones Unidas y con la Unión Interparlamentaria. Una gran 
parte de nuestras actividades en América Latina se desarrolla en cooperación con la Unión 
Interparlamentaria. El año pasado fue en Colombia para la región de América Central, Colombia y 
Ecuador; en este año será en México. 


Estamos aquí por iniciativa del doctor Bayardi. El espíritu de nuestro trabajo con la Unión 
Interparlamentaria es coordinar programas con el Departamento para Operaciones de Paz y de 
Asuntos Exteriores de Naciones Unidas, y en Europa, con la Unión Europea y el Parlamento Europeo. 
El año pasado publicamos una sinopsis de legislación de la inteligencia en cada país miembro del 
Parlamento Europeo. Solamente existe en inglés y es de cuatrocientas páginas. No he podido traer 
copias, pero tengo copias de otros libros que hemos publicado y de una investigación que hemos 
finalizado hace dos semanas, que vamos a distribuir entre todos los miembros de la Comisión. 


Ahora entraremos en la presentación inicial. 


Cuando se habla de inteligencia, frecuentemente se piensa en espías, una profesión muy 
antigua, pero las organizaciones de inteligencia empiezan en el siglo XX; antes no había 
organizaciones de este tipo. Había espías, grupos de espías, pero las organizaciones que conocemos 
hoy son del siglo XX. Los ingleses, antes de la Primera Guerra Mundial, empezaron con un tipo de 
inteligencia naval, y ese fue el primer servicio de inteligencia. 


Los problemas que encuentran las personas que quieren comprender el funcionamiento del 
control de los servicios de inteligencia desde el exterior, son que existe información muy limitada o no 
existe información o no hay acceso a la información. Hay cambios tecnológicos que es necesario 
entender. En este tipo de servicio suele haber un gran movimiento del personal. Los Parlamentos 
también tienen movimientos, si los Legisladores de un Período Legislativo ya no son elegidos y ya no 
están disponibles para el control de los servicios de inteligencia. También podría ser que haya una 
falta de interés, de experiencia en el país. En mi país, Suiza, no es muy popular ser miembro de la 
Comisión de Defensa y Seguridad, que también se encarga de la inteligencia; no es muy interesante 
para un Diputado. Hay una dimensión internacional que hay que comprender. En principio, cada 
Ministerio no solamente tiene un servicio de información, sino de inteligencia, pero también hay que 
comprender una dimensión internacional. Los servicios cooperan con servicios similares de otros 
países. Hay una dimensión internacional de desafíos. En este mundo globalizado, hay una mayoría de 
desafíos que son de carácter transnacional, internacional. 


También hay otros aspectos, como la posible politización de los servicios. Si se trata de 
controlar, hay que entender todo eso e integrarlo en una posible ley sobre la inteligencia. 


En cuanto a cuál deber ser el objetivo del control de los servicios de inteligencia, puedo decir 
que los servicios de inteligencia deben contribuir eficazmente a la seguridad del país y su población; 
estar sujetos a control democrático; ser responsables ante el pueblo al que sirven, y respetar el Estado 
de derecho y los derechos humanos. Entonces, el control debe ser no solamente parlamentario, sino 


también del ejecutivo. Hay que proteger los derechos y libertades de las personas; examinar y 
establecer las prioridades financieras -el presupuesto- y asegurarse de que el Gobierno acate la ley. El 
control tiene el objetivo de mejorar la eficacia, la eficiencia y la economía de los servicios. No se puede 
tratar de microgestionar estos servicios por parte del Parlamento, de un parlamentario individual o de 
un grupo de parlamentarios. Hay que establecer herramientas para observar la eficacia, eficiencia y 
economía de las actividades de los servicios. 


También hay un aspecto de investigación, presuntos casos de mala administración, fraude e 
incompetencia. Hay que evaluar la capacidad de los servicios y sus directores para alcanzar los 
objetivos políticos. Todos esos son aspectos de un control parlamentario de los servicios de 
inteligencia. 


¿Qué campos debe cubrir el control de la inteligencia? No se puede controlar todo al mismo 
tiempo, durante todo el tiempo. No es la idea del control parlamentario controlar todo durante todo el 
tiempo. La idea es comprender cómo se administra la inteligencia; cómo se formulan políticas de 
inteligencia en el cuadro de una política de seguridad de la nación; cómo se garantiza la legalidad de 
las actividades de los servicios de inteligencia y cómo se planifica el presupuesto, y se controla la 
buena práctica de gastar el presupuesto. Asimismo, hay que comprender las operaciones de los 
servicios de inteligencia; qué tipo de operaciones deben ser legales; qué tipo de operaciones no vamos 
a tolerar y qué tipo de operaciones hay que separar de los servicios de inteligencia. En la mayoría de 
países democráticos, se separa el servicio de inteligencia exterior del servicio de inteligencia interior, y 
se separan las actividades de colección de informaciones de las de análisis y evaluación de esos 
datos. También se separan los aspectos de análisis de los de acción sobre estas informaciones. El 
servicio de inteligencia policial no puede estar a cargo de una persona, en la medida de que en la 
mayoría de los países democráticos, se trata de dos actividades separadas en dos servicios diferentes. 


¿Con qué facultades o métodos necesita contar una Comisión de control? ¿Cuáles son sus 
funciones? Hay diferentes tipos de funciones de control, inclusive, en el ambiente parlamentario. Hay 
países en los que se separa el trabajo entre una Comisión parlamentaria y una Comisión de expertos 
en inteligencia. Hoy hay Ministros, Directores, funcionarios y otros testigos bajo juramento. Siguiendo la 
presentación vemos otro punto: iniciar investigaciones por propia iniciativa, claro, si la ley lo permite; no 
en todos los países democráticos existe esta disposición, esta posibilidad. 


El tercer punto que vemos aquí es el de la visita a las instalaciones de los servicios. También 
existe un problema de secreto y confidencialidad, un problema de quién puede o no declarar algo 
secreto o confidencial. Pero en una democracia, no es posible que eso lo decidan los servicios por sí 
mismos. Hay una función parlamentaria que hay que definir en este contexto: secreto, confidencialidad, 
tipo de confidencialidad, tipo de acceso a la información. En ese sentido sí es preciso establecer una 
ley sobre inteligencia, si bien no todos los países democráticos cuentan con ella. Este es un aspecto 
importante: un país puede ser democrático y no tener una ley sobre inteligencia, pero sí es conveniente 
discutir todas estas interrogantes para luego crear una ley. Como ustedes saben, esta ley no solamente 
ha de prever las acciones, las actividades de los servicios, sino también definir y limitar las actividades 
de la propia Comisión parlamentaria de control de estos servicios. Por eso hay países que prefieren no 
tener una ley en materia de inteligencia, precisamente, para no tener que limitarse en este sentido. 


Otro aspecto importante radica en el acceso a toda la documentación. Este también es un 
gran problema: emitir informes por separado al plenario y al público. Ahora bien, el éxito del control 
parlamentario no depende solamente de la legislación, sino también de la ambición de la Comisión 
parlamentaria. Si no hay ambición de implementar la ley, no vamos a tener control de los servicios de 
inteligencia. 


¿Los miembros de la Comisión de control necesitan acceso a información clasificada? Este 
también es un gran problema. Frecuentemente los representantes de los servicios nos dicen que no es 
posible tener acceso para un no iniciado, en la medida en que la clasificación es un medio de 
protección, no solamente de un servicio como tal, sino también de las fuentes, de los métodos, de la 
información de otros servicios en otros países. ¿Los miembros de la Comisión de control necesitan 
tener acceso a la información clasificada? Sí, pero hay que definir este acceso, dependiendo del 
mandato, de los miembros de esta Comisión de control y también del mandato de los servicios. 


Podríamos decir que hay una necesidad general en Europa, de los países miembros del Parlamento 
Europeo: hoy los supervisores tienen acceso a información clasificada en casi todos los países de la 
Unión Europea. 


La siguiente es una pregunta que no sé si se discute en América Latina, pero sí es válida 
para Europa, especialmente en los países de Europa Oriental como la ex Unión Soviética y la ex 
Yugoslavia. La pregunta es: ¿es necesario investigar y autorizar a los supervisores parlamentarios? Si 
la respuesta es sí, ¿por quién? Por ejemplo, la mayoría de los parlamentarios de Rumania en los años 
noventa decidieron que no todos los parlamentarios eran elegibles para la supervisión de los servicios 
de inteligencia porque no estaba claro cuál era el pasado de cada uno de ellos. Se decidió esto porque, 
después de la revolución de 1991, no era posible acceder a los documentos para saber quién era quién 
en el sistema anterior. No sé si me explico bien. No estaba claro quién había jugado qué papel en el 
sistema anterior, por eso el Parlamento de ese país decidió que especialmente en el contexto de 
supervisión de los servicios de inteligencia, no todos los parlamentarios eran elegibles y que los que 
quisieran serlo deberían pasar un examen de su reputación y de su pasado. Esto parece ser relevante 
en casos de cambio de sistemas. 


Hay otras razones por las que existe un interés en un examen de la preparación de un 
parlamentario para ese tipo de trabajo. Debemos notar que muchas de las fugas provienen del Poder 
Ejecutivo o de individuos que forman parte de dicho Poder y no de la Asamblea legislativa. Por lo tanto, 
si de parte de los servicios de inteligencia de seguridad se dice que no se puede dar acceso a 
informaciones a los parlamentarios en general porque no están preparados para este tipo de trabajo, 
es decir para salvaguardar la confidencialidad de este tipo de información, hay que hacer notar que la 
mayoría de las fugas provienen del Ejecutivo. 


La cuestión es que hay que examinar y es necesario investigar y autorizar a los supervisores. 
Esto es necesario en cada país y en cada situación y depende de la Constitución de cada país. Una 
razón podría ser que la investigación y autorización de los supervisores cree confianza entre los 
servicios o entre los servicios y la Comisión parlamentaria porque muy frecuentemente hablamos de 
control. El control implica una asimetría de poderes, pero en la realidad, sobre todo en muchos países 
europeos, se habla más de una comparación, no entre iguales sino con el objetivo no solo de controlar 
sino de asegurar la calidad del producto del trabajo de los servicios, que es un bien común. La 
inteligencia como un aspecto de la seguridad de una sociedad es un bien común y los servicios 
producen un bien común. Por lo tanto, el control parlamentario es un medio para salvaguardar la 
calidad de este tipo de producción de un bien común. 


En cuanto a la siguiente pregunta, quiero decir que entramos en un campo especulativo. La 
pregunta tiene que ver con que si la investigación y la autorización deben realizarse por medio de una 
organización ajena al mandato de la Comisión de control. Esto es una práctica común en algunos 
países de Europa Oriental, pero no estoy seguro de que sea un problema en Uruguay. 


Espero que esta pequeña presentación nos abra un camino para entablar una discusión. 
Como dijo el señor Presidente, en la segunda parte vamos a concentrarnos en distintos tipos de 
legislación, sobre todo en lo que tiene que ver con Europa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Anuncio la presencia en Sala del Senador Gustavo Penadés, que es miembro 
del Partido Nacional. 


Sobre la intervención y la presentación procederíamos a realizar las consideraciones y 
preguntas que los señores Legisladores estimen convenientes. 


Antes, quiero realizar dos aclaraciones. 


Esta Comisión tiene un Presidente, quien habla, y un Vicepresidente, el señor Diputado 
Trobo. Ambos somos Diputados y en este momento no estamos candidatéandonos para el Senado; no 
sé el señor Diputado Trobo; hablo por mí. 


(Hilaridad) 


En segundo lugar, quiero aclarar que la voluntad de invitar al doctor Fluri provino de todos los 
miembros de la Comisión, muchos de los cuales ya conocían el trabajo del DCAF. 


SEÑOR GARCÍA.- Quiero referirme a una de las últimas gráficas, sobre el acceso a la información 
clasificada. Se dijo que algunos países tienen acceso a la información clasificada. La pregunta es: 
¿cómo saben que tienen acceso a esa información? ¿Cómo sabe el Legislador que realmente tiene 
acceso a la información clasificada? Yo le puedo asegurar que la información está en este papel, pero 
usted no sabe si yo tengo otro papel. ¿Cómo sabe, quien controla, que está accediendo a toda la 
información? 


SEÑOR FLURI.- En primer lugar, no se sabe. 


No sé cómo se organizan el asesoramiento del Parlamento ni las Comisiones parlamentarias 
en Uruguay, pero en países como el mío -Suiza- hay expertos no parlamentarios en el Parlamento, 
"staffers" de un lado y expertos académicos del otro, ex profesionales de la inteligencia. No sé si esto 
existe aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay un "staff" de asesoramiento a nivel parlamentario. Entendemos que en 
Suiza hay un "staff" de asesoramiento. 


SEÑOR FLURI.- Hay un "staff" y asesoramiento. Hay expertos profesionales con experiencia en los 
servicios de inteligencia pero que trabajan del lado del Parlamento. Así se puede saber si hay otra 
información; aunque sería normal que estos expertos tampoco tuvieran acceso a este tipo de 
información porque ya no son profesionales en actividad, sin embargo, como lo fueron en el pasado, 
saben qué tipo de información debe existir. De manera que aunque no se conozca toda la información, 
se sabe si debe haber más. 


Anteriormente dije que mucho depende de la ambición de los parlamentarios. Tengo un buen 
amigo, ex Senador de los Países Bajos, que habla de la triple "a" del control parlamentario: "ability", 
"ambition" y "authority". Hay que dar a la comisión parlamentaria la autoridad para investigar pero si no 
hay ambición, no se realiza nada. La tercera "a" corresponde a la capacidad institucional de la 
Comisión e implica este tipo de asesoramiento para realizar su trabajo. 


¿En Uruguay eso no existe? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No. El Diputado García es médico como yo, y tenemos una premisa que dice: 
"Se encuentra lo que se busca y se encuentra lo que se sabe buscar". 


Entre las facultades de la Comisión de control se planteaba oir a los Ministros, Directores, 
funcionarios y otros testigos bajo juramento o con la responsabilidad correspondiente, pero cuando se 
habla de iniciar investigaciones por propia iniciativa, ¿a qué se refiere? ¿Se trata de investigaciones 
sobre los organismos de inteligencia? La Comisión debería tener esa facultad. En definitiva, la 
pregunta sobre esa gráfica iba dirigida a qué tipo de investigaciones se considera que puede ser 
desencadenada por iniciativa propia. 


Y cuando se habla de tener acceso a toda la documentación, hay una ley -que habrá que 
afinar- sobre la clasificación de qué es clasificado y qué es reservado. Se debe establecer por ley qué 
documentos serán clasificados y deberá haber responsables de esa clasificación que, obviamente, no 
serán los operativos. No deberían serlo. Cuando se habla de tener acceso a toda la documentación 
hay algo que me llamó la atención: cuando se dice "el acceso a información clasificada" después se 
señala que "depende del mandato" y "respecto a política y administración", "preferiblemente no", o sea 
que se refiere a que no se tenga la facultad de acceso; me llama la atención porque se dice que 


cuando se está en operaciones "preferiblemente sí". O sea que, según esa diapositiva, ¿la Comisión 


debería tener acceso a esa información en el momento en que se está desarrollando una operación o 
refiere a operaciones ya realizadas? 


SEÑOR FLURI.- Eso es algo que se discute frecuentemente en el Parlamento. 


Voy a poner un ejemplo para ilustrar mejor esta situación. En Suiza, como en otros países 
europeos, frecuentemente hay escándalos de inteligencia. Esto no sucede cada mes, pero sí cada dos 
o tres años. Y estos escándalos tienen que ver con una transgresión de los operativos de inteligencia 
de alto nivel. En Suiza, durante años, hubo una organización secreta paralela al Servicio de 
Inteligencia, alimentada por el presupuesto de Inteligencia, para el caso de que el país fuera ocupado 
por una nación como la Unión Soviética. Había una preparación por si esto ocurría, pero no había 
ninguna misión o mandato. Recién en los años noventa, después del desafío, se empezó a hablar de 
esta organización paralela porque había gente al interior de esta organización que no estaba contenta. 
Fue entonces cuando se realizó una investigación parlamentaria por parte de la Comisión de 
Inteligencia. En este caso, la investigación fue después de la operación, cuando ya el Consejo Federal 
-el Consejo de los Ministros- como órgano de suprema autoridad, había decidido liquidar esta 
organización. Se hizo una investigación parlamentaria para conocer cómo había sido posible que se 
estableciera este tipo de organización. Por supuesto, casi toda la información era secreta a dos niveles, 
la información de la organización secreta y la información de la organización del Servicio oficial, en 
cuanto al presupuesto utilizado para establecer esta organización. El Parlamento suizo decidió la 
formación de subcomisiones extraordinarias integradas por militares leales, no parlamentarios pero sí 
profesionales que contaban con la confianza del Servicio y de esta organización secreta. Creemos que 
ellos tuvieron acceso a toda la información. Se publicó un informe; se discutió en la Comisión de 
Inteligencia la información que estos expertos recibieron y, al final, las Cortes Criminales recibieron la 
información que necesitaron para procesar a los culpables. 


Tener acceso a información secreta no quiere decir que el público deba tener acceso a ella. 
En este caso, el Gobierno y el Parlamento decidieron que sería mejor crear este tipo de Comisiones 
extraordinarias y que los profesionales que las integraban escribieran un informe final, sin mencionar la 
información secreta a que tuvieron acceso. Era un compromiso; no sé si un buen compromiso, pero era 
un compromiso. 


Tener acceso a información secreta durante una operación es algo muy complicado, porque 
el éxito de la operación puede depender de la no intervención de parlamentarios. Solamente si la 
mayoría de los parlamentarios están seguros o si la Comisión de Inteligencia tiene la autoridad de 
intervenir durante una operación, pueden hacerlo, pero es muy arriesgado porque, si lo hacen, los van 
a criticar. De todos modos, en principio, el Parlamento de un país democrático debe tener acceso a 
este tipo de información, en cualquier punto en el tiempo y en el espacio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hice la pregunta por lo siguiente. Cuando hay servicios estructurados de 
inteligencia en el Ejecutivo, muchas veces, los miembros del servicio están sujetos a investigación por 
parte de un servicio de contrainteligencia; o sea que todo lo que hagan en su vida personal, en su 
marco de relaciones es investigado por un servicio de contrainteligencia dentro de lo que se llaman los 
servicios operativos. El problema es que los parlamentarios no admitiríamos un servicio de control de 
contrainteligencia sobre nosotros. Entonces, la facultad de la Comisión de Control de llevar adelante un 
pedido de información sobre operaciones en curso es un tema delicado, porque puede hacer fracasar 
una operación. De todos modos, en más de una diapositiva se decía que se ha constatado que muchas 
de las fugas provienen del Ejecutivo, seguramente por filtraciones en la cadena de operaciones. 


Entonces, en cuanto al acceso a la información, la ley puede decir que hay que presentar a la 
Comisión toda aquella que solicite, independientemente del tipo que sea. Otro tema particular es a qué 
están obligados los responsables del servicio en cuanto a informar cuando se están llevando adelante 
operaciones. Como se establece en los documentos, hay tres tipos de controles: uno es el que debe 
ejercer el Poder Ejecutivo; otro el que puede y debe ejercer el Parlamento, y otro que ejercerá el Poder 
Judicial si hay denuncias de que se esté violando algún precepto constitucional o algún derecho. 


Para nosotros es importante saber -lo podemos ver después- cómo se encara el acceso a la 
información por parte de una Comisión parlamentaria; supongo que esto es materia de preocupación 


de la Comisión. 


Por otra parte, en una diapositiva se hacía referencia al acceso a la información y se decía: 
"Depende del mandato.- Política y administración, preferentemente no.- Operaciones y eficacia, 
preferentemente sí". ¿Por qué se dice "preferentemente no" en el caso de política y administración? 


SEÑOR FLURI.- La pregunta es cómo se puede salvaguardar la eficacia de las operaciones o cómo se 
puede asegurar que las operaciones tengan lugar de una manera eficaz. Si se trata de formular una 
política con una estrategia para los servicios de inteligencia, sería preferible que lo hicieran los 
profesionales de estos servicios. Cuando se trata de organizar la administración de estos servicios, 
también sería preferible que ellos, como profesionales, lo hicieran. 


Hay un problema con la formulación en español. La pregunta sería más bien la siguiente: "¿A 
qué aspectos del trabajo de estos servicios -envolviendo información secreta o confidencial- deben 
tener acceso los miembros de la Comisión de Control? Si se trata de cómo se organiza la 
administración, desde nuestro punto de vista no es interesante o no es útil que el Parlamento se vea 
implicado. Si se trata de formular una política de información para un cierto tiempo -tres o cuatro años- 
los Parlamentos europeos la piden a los servicios y al Ejecutivo, y después dicen sí o no, o piden otros 
aspectos. Pero si se trata de dudas que tiene la Comisión de Control relativas a las operaciones, es 
preferible que tenga acceso a este tipo de información cuando están en curso esas operaciones. Es lo 
que quería decir pero no está bien expresado en español. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que debe ser de interés prioritario de una Comisión parlamentaria 
conocer las políticas en materia de inteligencia y su desarrollo. Probablemente, también lo sea conocer 
la estructura organizativa, aunque no va a saber el nombre de los agentes, pero sí desde el punto de 
vista de las políticas y la estructuración del trabajo. Asimismo, aunque podría ser de interés, siempre es 
más difícil conocer las operaciones, pero los que están en operaciones se van a resistir a dar cuentas a 
una Comisión parlamentaria sobre las operaciones en curso. Probablemente den la información 
cuando ya esté todo terminado. 


Creo que sería de interés conocer las políticas en materia de inteligencia, aunque en lo que 
refiere a operaciones no habría posibilidades de ser muy claro ante una Comisión parlamentaria con 
respecto a la organización del sistema. Tengo dudas al respecto. 


Quisiera saber si la autorización y la investigación debe realizarse por una organización 
ajena al mandato del Comité de Control. Habría que analizar si lo hecho por los que están en 
operaciones de inteligencia se ha cumplido de acuerdo con las normas admitidas. Entonces, podría 
haber una comisión externa nombrada por el Parlamento, con profesionales de la inteligencia, que 
analizara y controlara si se están haciendo las cosas bien o mal. Eso está dentro del capítulo de quién 
controla a los que controlan. 


(Ingresa a Sala la señora Legisladora Xavier.) 


Para la institucionalidad parlamentaria no se admitiría que hubiera control sobre los que 
controlan. No creo que en otros países del mundo se admita fácilmente -después lo veremos- que haya 
control sobre los que controlan desde el punto de vista parlamentario. Esa es mi duda. 


SEÑOR ROSADILLA.- Agradezco al señor Fluri por su voluntad de trabajar junto a nosotros en estas 
jornadas para establecer pautas que nos permitan avanzar en esto que para nosotros es una novedad. 
Me refiero a la posibilidad de que exista un conjunto de normas que permitan algún tipo de control 
parlamentario sobre las actividades llamadas generalmente de inteligencia. 


A mí me quedó una serie de dudas sobre la presentación, pero no debido a su rigor, sino por 
algo que, a mi juicio, debe antecederla. 


Creo que no va a ser fácil ponernos de acuerdo en cosas que han estado orillando la 
discusión. ¿El control en materia de actividades operativas debe ser simultáneo o posterior? ¿Se debe 
incluir como elemento de apoyo al control parlamentario algún tipo de Comisión especial de expertos o 
inexpertos? Debemos tener en cuenta que generalmente provienen del mismo mundo y quizás tengan 
alguna de las siguientes incomodidades: sean muy amigos o enemigos de los que están. 


A mi juicio, esto nace de lo que podríamos llamar el dilema de la frazada corta: o nos 
destapamos un poco la cabeza o nos destapamos un poco los pies. Como en esta materia una norma 
rígida tampoco sirve para cualquier momento, tendrían que contener la suficiente flexibilidad regulada 
para saber cuál se debe aplicar en cada caso. Creo que pueden existir normas genéricas, pero para 
decirlo de muy mala manera -a efectos de entendernos- una cosa son los países que tienen servicio de 
inteligencia ofensiva y otra los que, por sus características, ejercen inteligencia defensiva. 


Por lo tanto, el marco aquí es el de la política y la responsabilidad política. Obviamente que 
en el marco de la política es imposible cualquier tarea de control si previamente no quedan 
establecidas algunas referencias de marco político. ¿Cuáles son las tareas permanentes que el Estado 
le adjudica taxativamente a quienes deben realizar operaciones de inteligencia? ¿Cuáles son las tareas 
que taxativamente, en forma permanente, deben realizar? ¿Cuáles son las que están excluidas de su 
área de influencia? ¿Cuáles son los mecanismos para que quienes determinan esto puedan ordenar 
nuevos objetivos? Además, se debe establecer un conjunto protocolizado de las operaciones legítimas 
para conseguir esos objetivos y cuáles son expresamente ¡legítimas. ¿De qué manera operaciones que 
no han sido contempladas en esto pueden ser autorizadas o no autorizadas? ¿Quién debe tener 
permanentemente el control? ¿Quién recibe? ¿Quién analiza en términos políticos y quién registra 
estos resultados a efectos de responsabilizarse políticamente frente al conjunto de la sociedad y, en 
particular, frente a los organismos de control parlamentario? Con relación a la eficiencia o a la eficacia 
de los servicios, creo que en realidad es lo primero que debe controlar el Parlamento. La sociedad 
hace una inversión para conseguir determinados objetivos, genera instituciones, brinda recursos y, si 
bien es importante que el Poder Legislativo esté atento a lo que pueden ser desviaciones de los 
objetivos -peligrosísimas en instituciones como estas- lo principal es cumplir los objetivos. Digo esto, 
porque en algunos ámbitos -no me refiero a este en el que estamos ahora- da la impresión de que el 
principal cometido de una Comisión de control parlamentario es que no se vayan a hacer maldades o 
burradas. En realidad, el primer objetivo es que se cumplan los objetivos. El primer deber es controlar 
que la aplicación de los planes de inteligencia razonablemente se estén cumpliendo. Creo que eso no 
aparece muy claro en la presentación como tarea de las Comisiones de control. 


Por otra parte, se ha hecho mención al papel que, eventualmente, pueden jugar el 
cruzamiento de servicios de inteligencia y de control de inteligencia. Realmente excluiría eso de 
cualquier pretensión de regularlo a través de una Comisión de control parlamentario, porque a la hora 
de la verdad, quien yo por lo menos pretendo que responda frente al Parlamento -a través de una 
Comisión de control parlamentario- son los actores y la responsabilidad política, y no quienes 
eventualmente puedan o no haber transgredido normas por celo profesional mal entendido o mal 
resuelto. Mi impresión es que las garantías para esto tienen que ver con que en la estructura de la 
institución que lleva adelante estos procedimientos se encuentren personas que, a la hora de 
responder, lo hagan con la política y, por lo tanto, con la silla, que no son los funcionarios que llevan 
adelante las tareas. 


Estos eran los comentarios que quería formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Haríamos un intermedio de treinta minutos para luego pasar a la otra parte de 
la presentación que teníamos, que refería a las leyes y modelos, sobre los que discutiremos. 


Se pasa a intermedio. 
(Es la hora 15 y 10.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la sesión. 


(Es la hora 15 y 35.) 


Corresponde pasar a la presentación que el doctor Fluri ha preparado sobre leyes modelo 
para realizar un posterior intercambio sobre esa temática. 


Cabe consignar que ya habíamos repartido copia de uno de los libros que ha distribuido el 
DCAF donde se plantean algunas problemáticas con las respectivas soluciones adoptadas en distintos 
países. De manera que ya hemos tenido oportunidad de ver algunos de los materiales comparativos 
presentados por el DCAF. 


SEÑOR FLURI.- Antes de pasar al tema de leyes modelo o de diferentes tipos legislativos para regular 
los servicios de inteligencia, quisiera explicar por qué estos servicios necesitan de un marco legal. Ya 
hemos mencionado que no necesariamente los países democráticos tienen una ley en materia de 
inteligencia. Entonces, ¿por qué la República Oriental del Uruguay debe tenerla? Cuando se habla de 
inteligencia, nos referimos a una esfera, a un sistema, a una arquitectura de servicios que, en principio, 
en ningún caso en un país democrático ha de consistir en un servicio único. No solamente es una 
reflexión de la historia de estos países, sino también una manifestación de la idea de la separación de 
Poderes, de funciones, etcétera. 


¿Por qué los servicios de inteligencia necesitan de una base legal? En primer lugar, porque 
la ley define claramente el mandato, el papel y las responsabilidades de estos servicios y de sus 
funcionarios. Las leyes también definen las actividades que están autorizados a realizar. Los Gobiernos 
dependen de la ley para controlar los servicios de inteligencia en un estado de derecho: si no hay ley, 
no hay pena; si no hay ley, no se puede determinar si algo es legal o no lo es. 


En segundo lugar, una base legal para todas las organizaciones del Gobierno es esencial 
para promover la transparencia. Las leyes concientizan a la sociedad sobre los poderes del Gobierno. 
Los servicios de inteligencia disponen de una base legal para aplicar poderes especiales en la 
recopilación de información que, generalmente, no están disponibles para otras agencias del Gobierno 
O personas particulares, si bien una ley puede permitir el uso de medidas especiales para la 
investigación de particulares. Las personas necesitan conocer cómo los servicios de inteligencia 
pueden afectar sus vidas personales -transparencia- y si los agentes de inteligencia están respetando 
los derechos individuales conforme a la ley. No es suficiente con la declaración de los derechos 
humanos: esto hay que implementarlo en la ley de cada país. 


En tercer lugar, una base legal otorga legitimidad a los servicios de inteligencia a los ojos del 
público. Una ley disponible públicamente, promueve la comprensión sobre el papel de los servicios de 
inteligencia y de por qué la realización de sus tareas requiere de dinero público. Como dijimos 
anteriormente los servicios de inteligencia generan un bien común, pero para ello recibe dinero público. 
Entonces, esto puede llevar a que se garantice el apoyo público a los servicios de inteligencia. 


Finalmente, las leyes sobre inteligencia son necesarias para que el Gobierno se mantenga 
fiscalizable. Los órganos de supervisión de inteligencia y el público en general mantienen al Gobierno y 
a los servicios de inteligencia fiscalizables en cuanto al cumplimiento de estas leyes. Las leyes 
públicas capacitan también a las personas para buscar justicia, si creen que los servicios de 
inteligencia han cometido actos ¡legales contra ellas. En principio esto es muy básico pero tendemos a 
olvidarlo, por eso es importante saber por qué necesitamos una ley de inteligencia. ¿Son secretas las 
leyes de inteligencia? En los países democráticos las leyes fundamentales que rigen los servicios de 
inteligencia son de dominio público; no pueden ser secretas. El público necesita saber cuáles son los 
roles de los servicios de inteligencia y qué poderes tienen para llevar a cabo estas tareas. Los 
miembros del poder público también necesitan saber cuándo y bajo qué condiciones los servicios de 
inteligencia pueden restringir los derechos individuales en beneficio de la seguridad común y nacional. 
Así pues, la autoridad de los servicios de inteligencia, para restringir derechos humanos, debe estar 
contemplada en leyes públicas y no secretas. 


¿Qué cubren las leyes sobre inteligencia? Las leyes sobre inteligencia permiten a los países 
regular y supervisar los servicios de inteligencia y cubren las siguientes áreas. En primer lugar, 


bosquejan el mandato de los servicios de inteligencia y proporcionan una lista global de sus tareas. El 
mandato contiene normalmente definiciones de lo que constituye una amenaza a la seguridad nacional. 
Este mandato puede cambiar si la percepción de amenazas cambia. Por eso, en países democráticos 
se discuten regularmente políticas de seguridad y de defensa, como también estrategias de defensa 
basándose en estas políticas, etcétera. 


En segundo término, las leyes sobre inteligencia proporcionan una lista global de los poderes 
de que pueden disponer los servicios de inteligencia y regulan el modo en que se pueden usar esos 
poderes. Las leyes solamente permiten a los servicios de inteligencia su empleo en el contexto de su 
mandato y limitan el empleo de poderes que puedan dar como resultado la restricción de derechos 
individuales con vistas a la seguridad nacional. Las leyes sobre inteligencia trazan la estructura y 
composición de los servicios de inteligencia, incluyendo las responsabilidades organizativas de sus 
divisiones. La estructura organizativa no es independiente de la ley; no puede ser independiente de la 
ley. 


Las leyes sobre inteligencia describen cómo las entidades gubernamentales y no 
gubernamentales supervisan los servicios de inteligencia. En los países europeos también hay una 
forma de control no gubernamental de los servicios de inteligencia por parte de la sociedad civil. Por 
ejemplo, estas leyes regulan el proceso de nombramiento de los Directores de inteligencia y bosquejan 
los mandatos y facultades de los órganos parlamentarios y especializados. También -ustedes ya 
saben- no solamente hay control de estos servicios por órganos parlamentarios, sino que existe la 
posibilidad de establecer órganos especializados controlados por el Parlamento. 


Otra razón es que las leyes sobre inteligencia bosquejan las relaciones profesionales que los 
servicios de inteligencia tienen con otras organizaciones gubernamentales y no gubernamentales y con 
otras organizaciones internacionales de tipo similar. La cooperación entre servicios de inteligencia a 
nivel internacional es muy importante. En Europa esto es muy importante; no sé cómo se estructura y 
organiza en Uruguay y en la región. Reitero que en Europa es muy importante y por eso falta una ley 
para regular este tipo de cooperación. Las leyes bosquejan los procesos que los servicios de 
inteligencia emplean para intercambiar información o conducir operaciones conjuntas con otras 
organizaciones. Si no hay ley, todo tipo de cooperación o no cooperación es posible, pero falta una ley 
para regularla. 


Por último, las leyes sobre inteligencia describen los trámites que han de seguir los 
particulares si quieren presentar quejas sobre las acciones que los servicios de inteligencia han tomado 
en su contra. También es una función pública de esta ley. 


¿Cómo garantizan las sociedades democráticas que los servicios de inteligencia defiendan la 
ley? A los servicios de inteligencia, como a todas las demás agencias del gobierno, se les exige 
respetar las leyes internacionales y nacionales. De particular importancia son las disposiciones de las 
leyes internacionales sobre los derechos humanos y las leyes humanitarias internacionales. Una ley 
nacional del Estado sobre los servicios de inteligencia debe ser compatible con sus obligaciones 
legales internacionales. 


Hay tres informes sobre los derechos humanos. No sé si ustedes conocen el informe del 
Special Rapporteur Martin Scheinin de las Naciones Unidas sobre la promoción y protección de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales. Tenemos dos informes y un catálogo de 
recomendaciones sobre cómo implementar los derechos humanos y libertades fundamentales en la 
legislación de la inteligencia. Creo que es algo muy importante 


¿Cuáles son los estándares legales internacionales por los que se guían los servicios de 
inteligencia? Como institución del Estado, los servicios de inteligencia deben cumplir con las 
obligaciones legales internacionales del gobierno. Las obligaciones bajo el Derecho Internacional sobre 
derechos humanos, en particular los derechos civiles y políticos perfilados en la Carta de Naciones 
Unidas y el Convenio Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos son de aplicación a los servicios 
de inteligencia. Se incluyen el derecho a la vida, a la libertad, a un juicio justo, a la privacidad y a la 
libertad de expresión y asociación. 


Los estándares internacionales sobre actividades de imposición de la ley son también 
concernientes a los servicios de inteligencia, si las leyes nacionales les permiten realizar tareas de 
imposición de la ley como el arresto y la detención. 


Como dije, en 2002 y 2009 la Organización de las Naciones Unidas revisó los estándares y 
las instituciones de control legales internacionales que se aplican a los servicios de inteligencia. 
Entonces, no se puede decir que no hay estándares internacionales. 


El Consejo de Derechos Humanos de la ONU ordenó un estudio de buenas prácticas sobre 
los marcos legales e institucionales para los servicios de inteligencia y su supervisión. Tengo la 
traducción al español y la voy a dejar para que la puedan distribuir. 


Una pregunta muy importante es si los servicios de inteligencia están autorizados a violar los 
derechos humanos. ¿Es posible que existan casos en que es permisible que los servicios de 
inteligencia violen los derechos humanos? La legislación internacional sobre los derechos humanos no 
permite a los países -incluyendo sus servicios de inteligencia- violar los derechos humanos de nadie 
bajo su jurisdicción. Al igual que todas las agencias del gobierno, los servicios de inteligencia deben 
cumplir las leyes humanitarias internacionales. Los países garantizan que estos estándares legales 
internacionales se implementen en sus leyes internas. 


La legislación internacional sobre derechos humanos establece tres categorías de derechos 
humanos: los que no pueden ser limitados o derogados en ninguna circunstancia, los que pueden ser 
limitados por razones concretas, de acuerdo con estrictos criterios legales y no voluntariamente, y en 
tercer lugar, los que pueden ser suspendidos o limitados durante un conflicto armado o estado de 
emergencia que amenacen la existencia del Estado. 


La legislación internacional prohíbe la limitación o derogación de derechos humanos en 
cualquier situación. Esto incluye el derecho a la vida, a vivir libre de torturas y de otros tratos 
inhumanos o degradantes, a un juicio justo, al reconocimiento ante la ley, a la libertad de la esclavitud y 
servidumbre involuntaria y a la prohibición de secuestro y detención no reconocidas. Estos derechos 
nunca pueden ser limitados o derogados. Los que pueden ser limitados son el derecho a la libertad, a 
la privacidad y a la libertad de movimientos, asociación y expresión. Los Estados solamente pueden 
tomar medidas que limiten el ejercicio de estos derechos si tales medidas cumplen los siguientes 
criterios: que estén basadas en leyes que son públicas, que persigan un fin legítimo -como, por 
ejemplo, proteger la seguridad nacional, la seguridad pública o los derechos humanos y libertades de 
otros- que sean necesarias en una sociedad democrática y que sean proporcionadas a los objetivos de 
los países y coherentes con otros compromisos sobre los derechos humanos. Los países violan los 
derechos humanos de que se trate si fallan en el cumplimiento de estos requisitos. 


En muchos países la ley autoriza a los servicios de inteligencia a limitar el derecho a la 
privacidad otorgándoles poderes especiales para obtener información de o acerca de individuos o 
grupos de los que se sospeche implicación en actividades concretas que amenazan la seguridad 
nacional, seguridad pública y los derechos humanos. Estos poderes especiales incluyen medidas 
como la intervención de las comunicaciones de personas sin su conocimiento o la filmación en secreto 
de sus actividades. Tales medidas limitan claramente el derecho de la persona a su privacidad. Algunos 
países ordenan también a sus Servicios de Inteligencia realizar funciones de imposición de la ley. 


En este contexto, la legislación nacional les otorga la facultad de arrestar a personas 
sospechosas de haber cometido determinados delitos. Estos poderes limitan el derecho a la libertad de 
movimiento. 


Los Estados democráticos imponen estrictos controles sobre el uso de estos poderes por 
parte de sus Servicios de Inteligencia para asegurarse que cumplen con los estándares internacionales 
y garantizan que tales poderes estén regulados por ley, así como autorizados y supervisados por 
instituciones ajenas a los Servicios de Inteligencia. 


En cuanto a la derogación de obligaciones de los derechos humanos durante un estado de 
emergencia -y solamente durante un estado de emergencia- la legislación internacional sobre derechos 
humanos permite a los países en esa situación derogar temporalmente algunos de sus compromisos 
con los derechos humanos. Un país puede proclamar un estado de emergencia en circunstancias 
excepcionales, en las que la vida de la nación esté amenazada. Ello incluye serias e inminentes 
amenazas a la seguridad física de la población y/o al funcionamiento de las instituciones democráticas. 
La decisión de declarar un estado de emergencia y derogar determinados derechos la toma el 
Ejecutivo. Los Servicios de Inteligencia no están implicados en este proceso; no pueden declarar un 
estado de emergencia. 


Al proclamar un estado de emergencia un país debe notificarlo al organismo pertinente del 
Tratado y especificar qué derechos humanos se suspenderán o limitarán. Hay que declarar que la 
suspensión o limitación de derechos concretos debe ser temporal, lo estrictamente necesario para 
gestionar la emergencia y proporcionales a la amenaza a la que se hace frente. Aquí no hay espacio 
para la interpretación; las limitaciones tienen que ser proporcionales a la amenaza y al desafío. 


Además, cualquier suspensión o limitación de derechos debe estar sujeta al examen del 
Poder Judicial y del Parlamento. Los países no están autorizados a derogar ninguno de los derechos 
no derogables mencionados anteriormente o cualquier otro derecho no derogable incluido en los 
Tratados sobre derechos humanos regionales e internacionales 


Consecuentemente, las disposiciones constitucionales nacionales sobre poderes de 
emergencia no se pueden usar para justificar actos que violen la legislación internacional sobre los 
derechos humanos. Si se otorgan poderes adicionales a los Servicios de Inteligencia para restringir los 
derechos humanos durante un estado de emergencia, aquellos deben continuar cumpliendo la 
legislación sobre derechos humanos, tanto la internacional como la interna. Sus actividades deben 
permanecer bajo el control y la supervisión del Ejecutivo, del Parlamento, del Poder Judicial y de 
cualquier organismo de control especializado que pueda existir. 


¿Cómo controla una sociedad democrática el uso de poderes especiales? Los Estados 
legislan para dar poderes especiales a los Servicios de Inteligencia, a fin de que recopilen información 
acerca de amenazas a la seguridad nacional. Los poderes especiales son medidas de las que no 
pueden disponer legalmente otras agencias del Gobierno, con la posible excepción de algunos cuerpos 
de Policía o de otros servicios de seguridad. 


Las sociedades democráticas definen y restringen el uso de poderes especiales por parte de 
los Servicios de Inteligencia mediante legislación y normativas que se resumen de la siguiente manera: 
quién sí y quién no está autorizado a investigar; cuál información sí y cuál no están autorizados a 
recopilar; qué medidas están autorizados a utilizar para recopilar información; cuándo están 
autorizados y cuándo no a emplear estos poderes especiales; por cuánto tiempo están autorizados a 
utilizarlos. 


Las sociedades democráticas controlan el uso de poderes especiales por parte de los 
Servicios de Inteligencia mediante organizaciones y procesos creados para la autorización, supervisión 
y evaluación del uso de dichos poderes. 


La última cuestión es cómo el Estado autoriza el uso de poderes especiales. El proceso de 
autorización de uso de los poderes especiales difiere entre países y a menudo depende del poder 
concreto que los Servicios de Inteligencia quieren emplear. De cualquier modo, normalmente, las leyes 
exigen que se sigan los siguientes tres pasos antes de que los Servicios de Inteligencia puedan 
emplear estos poderes. En primer lugar, un miembro de los Servicios de Inteligencia designado a estos 
efectos debe redactar una solicitud de uso de un poder específico, incluyendo normalmente una 
descripción de la actividad y de las personas o grupos concretos que los Servicios de Inteligencia 
quieren investigar. En segundo lugar, debe haber una explicación de los esfuerzos que los Servicios de 
Inteligencia ya han realizado para obtener información y lo que con ello han conseguido. Tercero, se 
debe indicar el método especial que quieren emplear, lo que harán exactamente -por ejemplo, la 
intervención de una línea telefónica concreta- y deben dar una justificación de por qué el uso del poder 
especial es necesario y beneficioso para la investigación. Entonces, esto no depende de la imaginación 


o de la intención de un Servicio de Inteligencia; hay que mostrar la evidencia de acciones anteriores y 
de su éxito. 


En segundo término, el organismo que autoriza debe examinar la solicitud y evaluar si el uso 
de poderes especiales cumple con todas las leyes pertinentes, si es necesario y beneficioso, y si es 
proporcionado al nivel de amenaza que supone la actividad bajo investigación. 


Tercero: el organismo que autoriza emite una orden judicial estableciendo las medidas 
concretas que autoriza y durante cuánto tiempo se pueden emplear estas medidas. El proceso de 
solicitud y autorización descrito se documenta, de modo que los servicios de inteligencia y organismos 
de supervisión puedan evaluar posteriormente las decisiones tomadas. Evidentemente, en muchos 
países con una tradición autoritaria no existe este proceso de autorización porque en el pasado no era 
cuestión de pedir autorización, pero la Declaración Universal de los Derechos Humanos aplicada en 
este caso demanda la autorización de un organismo ajeno al servicio de inteligencia. 


Estas son las razones por las que necesitamos una ley. Felicito al Parlamento uruguayo por 
su voluntad de establecer una ley sobre inteligencia en una situación post autoritaria. Podríamos decir 
que Uruguay no es un país post autoritario, pero también se puede argumentar que la mentalidad, las 
expectativas del público son condicionadas por la historia de la fase de autoritarismo, y en tal situación 
es muy importante crear una ley por las razones que hemos mencionado, no solamente para 
establecer el Estado de derecho sino también para crear transparencia, para informar al pueblo qué 
derechos tiene y qué implican concretamente en estos casos. 


A continuación, quiero explicar lo que hacemos en la evaluación de legislaciones existentes, 
cómo se puede comparar legislaciones. Los sistemas de inteligencia son diferentes; pueden ser 
similares, pero no idénticos. La legislación también es diferente dependiendo del sistema político de 
que se trate. En un sistema presidencial, las herramientas de control parlamentario son más débiles 
que en un sistema parlamentario como el de la República Federal de Alemania, y son diferentes a las 
de una democracia directa como la suiza donde hay herramientas de control más directas. 


Entonces, ¿cómo se puede analizar una legislación y cómo se pueden comparar leyes? 
Hemos desarrollado un catálogo de preguntas para ver si una legislación de veinte, treinta, cuarenta 
páginas o un sistema de legislaciones -como los de muchos países, que no tienen una ley de 
inteligencia sino varias- son comprensivos, son completos, no dejan nada a la interpretación. Hemos 
desarrollado este catálogo de preguntas y quería mencionar que les puede servir -es una sugerencia- 
para ver si vuestro borrador de ley es completo, si cubre todos los aspectos posibles de una ley de 
inteligencia. 


Es el catálogo que aplicamos al comparar legislaciones de varios países. ¿Cómo son 
reglados los poderes para la recopilación de información? Hay una descripción de qué información 
pueden y qué información no pueden recopilar los servicios de inteligencia. Es el trabajo principal de 
los servicios, pero en la ley hay una descripción de cuál información pueden y cuál no pueden recopilar 
los servicios de inteligencia. Hay una explicación de los poderes especiales a disposición de los 
servicios de inteligencia y de cuándo se pueden emplear o no emplear. Se detalla cómo y por quiénes 
se autorizan, aplican y supervisan los poderes especiales. 


En cuanto a la gestión y uso de datos personales hay normas sobre cómo se pueden 
recopilar, conservar, dar acceso, transferir y eliminar datos personales. Estas normas son específicas o 
no. 


Se explica cómo los particulares pueden solicitar el acceso a sus datos personales en 
posesión de los servicios de inteligencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted nos va a dejar esta información? 


SEÑOR FLURI.- Sí, por supuesto. 


Como no comenzamos por el principio, debemos regresar a la primera página. 


Debemos comenzar con las disposiciones generales y la definición de términos claves 
usados en la ley. 


En primer lugar, se debe hacer una descripción de las instituciones amparadas por la ley; 
organización y estructura; explicación de cómo se estructura la comunidad de inteligencia, el sistema y 
qué instituciones están involucradas; de qué estamos hablando; cómo se estructura el sistema de 
inteligencia de un país. También hay que describir quién está a cargo de los servicios de inteligencia, el 
mandato y funciones. Asimismo, describir el papel de los servicios de inteligencia y de las tareas que 
tienen y no tienen permitido llevar a cabo. Es muy importante establecer qué es lo que no tienen 
permitido realizar. Si establecemos una ley, debemos ambicionar que sea completa y si no decimos 
cuáles son las tareas que no están permitidas llevar a cabo, crearemos incertidumbre y dejaremos la 
posibilidad de dar otras interpretaciones. 


La segunda página ya la hemos discutido. 


En la tercera se hace referencia a la cooperación y uso compartido de la información con 
organismos nacionales y extranjeros; esto es algo que se debe regular. Otro punto son las normas 
sobre las entidades nacionales y extranjeras con las que pueden colaborar los servicios de inteligencia 
y de seguridad. Además, establecer detalles sobre el control que se ha de aplicar al uso compartido de 
información con entidades nacionales y extranjeras; detalles de cómo y por quién se autoriza y se 
revisa la cooperación en inteligencia y quién puede decidir. No es posible que sean solamente los 
servicios de inteligencia quienes decidan. 


Otro punto es la gestión y control internos; explicación del sistema de gestión interno, cuál es 
la organización y gestión internos. Descripción de los papeles y responsabilidades de los gestores de 
los servicios de inteligencia. 


También está el control ejecutivo. La explicación del papel y responsabilidades del Ejecutivo 
en el control y supervisión de los servicios de inteligencia. Descripción de los organismos externos de 
supervisión. Detalles sobre los poderes de los organismos externos de supervisión, incluyendo su 
acceso a la información y al personal. Pueden saber quién trabaja en estos servicios y pueden tener 
acceso a estos funcionarios. 


Otro ítem es el tratamiento de reclamaciones; detalles sobre cómo los particulares pueden 
reclamar a los servicios de inteligencia. Explicación sobre qué institución es competente para tratar 
reclamaciones sobre los servicios de inteligencia. Puede ser una Comisión parlamentaria u otras como, 
por ejemplo, el “ambudsmar”. 


Descripción de los poderes de que dispone la institución que trata las reclamaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El viernes pasado se instaló el Instituto Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo. Es un organismo con dirección colegiada cuya finalidad es velar por los 
derechos humanos. Seguramente usted haga referencia a un organismo de estas características, con 
el que Uruguay cuenta desde hace aproximadamente setenta y dos horas. 


SEÑOR FLURI.- Es muy interesante. Hemos establecido una asociación de "ombudsman" mundial 
hace solo dos años, y hoy hay solamente cuarenta "ombudsman" de todos los continentes, que se 
reúnen una vez por año. Podría ser interesante para este Instituto. 


SEÑOR TROBO.- El señor Presidente brindó una información y está bien que el doctor Fluri la tenga. 


De todos modos, hay sistemas en los cuales existe un Comisionado Parlamentario, que es 
un individuo que es el que recibe las denuncias y las gestiona. Yo preferiría no pronunciarme sobre 
quién debería cumplir esa función, porque todavía no hemos tratado el tema y, muy probablemente, 


habrá que discutir esto también, por el carácter de la gestión de estos temas que, obviamente, también 
deben restringirse a un ámbito que tenga ciertas prerrogativas y controles dentro de lo que es la lógica 
de una ley de inteligencia. Digo esto porque, por las lecturas que he hecho, me he encontrado con 
varios ejemplos diferentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi idea era solo poner en antecedentes al doctor Fluri que se había 
constituido el Instituto y la Defensoría, pero no definir a qué ámbito correspondería recibir las 
reclamaciones. 


SEÑOR FLURI.- También necesitamos conocer los derechos y deberes de los miembros de los 
servicios de inteligencia -esta podría ser una función de la agencia de contrainteligencia- así como 
también información sobre posibles sanciones por actuaciones ilegales, lo que es un aspecto 
importante. 


En este trabajo comparativo y, especialmente, en el que hemos hecho para el Parlamento 
europeo, hemos encontrado que los marcos legales e institucionales para la supervisión por 
organismos de supervisión parlamentarios y no parlamentarios, varían mucho de un Estado a otro y en 
la Unión Europea. Es claro que no se pueda decir que haya una mejor manera de organizar y llevar a 
cabo un control parlamentario. Hay buenas prácticas, pero no hay una mejor práctica. 


Es buena práctica que los organismos de supervisión parlamentarios o no parlamentarios 
-esto es lo que se puede observar en las legislaciones europeas- requieran acceso a información que 
es relevante para su mandato. Es un problema que recurran a métodos especiales que les permitan 
conseguir el acceso a esta información. Se busca un equilibrio adecuado entre las demandas de 
transparencia y la necesidad de proteger la información clasificada. Entonces, la demanda de 
transparencia no es absoluta. La transparencia es un ideal; es una norma, pero el trabajo político 
debería respetar un equilibrio y la confianza entre los servicios y las instituciones de control para 
asegurar que el trabajo de los organismos de supervisión sea relevante. Fuera del círculo de 
confidencialidad, hay que respetar el equilibrio, para asegurar que los organismos de supervisión 
gocen de confianza y aceptación de las agencias a las que supervisan. 


También se puede observar una separación muy clara de los papeles y responsabilidades 
entre los organismos de supervisión y los de las agencias y la rama ejecutiva. Las agencias no 
determinarán qué debe ser supervisado o qué información es relevante para el escrutinio de un asunto 
en concreto. Este es un principio muy importante que se observa tristemente en los Parlamentos 
europeos. Los órganos de supervisión no se inmiscuirán en la gestión o en la dirección de las 
actividades de las agencias de inteligencia y de seguridad. 


También es casi un principio -pero no absoluto- que muchos Parlamentos nacionales han 
optado por establecer Comisiones de supervisión especializadas. Entonces, no son necesariamente 
parlamentarias, dado que los Comités tienen competencia sobre amplias áreas políticas, tales como 
justicia y asuntos internos, pero no disponen del tiempo ni recursos para involucrarse en la supervisión 
de las agencias de inteligencia y seguridad. Entonces, no solamente existen Comisiones de 
supervisión parlamentarias, sino también Comisiones de supervisión especializadas integradas por 
profesionales. En muchos Estados, solo hay un organismo parlamentario de supervisión especializado, 
responsable del escrutinio de todas las agencias de seguridad e inteligencia y de las funciones 
específicas de la inteligencia, independientemente de qué organismos públicos las lleven a cabo. 


Comparando los sistemas de supervisión europeos, es difícil recomendar un mejor enfoque o 
práctica respecto a los temas relativos al mandato de un organismo de supervisión. Lo que importa es 
que todas las dimensiones del trabajo de una agencia de inteligencia sean supervisadas por un 
organismo independiente de la propia agencia y del Ejecutivo. Hay lugares en los que el organismo de 
supervisión del sistema de inteligencia no es parlamentario: es una Comisión técnica de profesionales, 
políticos, diplomáticos, militares, con un nivel de aceptación pública muy alto la que supervisa la esfera 
de inteligencia. En otros países, como Canadá, existe una Comisión parlamentaria, pero también un 
inspector general y la Corte Federal juega un papel en el control del servicio de inteligencia. 
Efectivamente, se requiere la aprobación por parte de la Corte Federal para que el servicio de 


inteligencia use sus poderes especiales, tales como la vigilancia secreta y la intervención de las 
comunicaciones. 


Los Parlamentos pueden solicitar un organismo de supervisión no parlamentario -que hemos 
mencionado- para examinar determinado asunto, pero tal organismo puede decidir si acepta o no 
examinarlo. Estos organismos de supervisión pueden ser permanentes o extraordinarios. En mi país, 
por ejemplo, son extraordinarios; en otros, hay organismos permanentes. 


Las Comisiones de supervisión especializadas de los Parlamentos nacionales tienen el 
derecho de convocar a miembros del Ejecutivo responsables de una agencia de inteligencia y 
seguridad 


Algunas Comisiones de supervisión de Parlamentos nacionales incluyen miembros de oficio 
de otras Comisiones parlamentarias que tienen competencia sobre asuntos relacionados, como 
defensa, seguridad interior o crimen organizado. La mayoría de los Parlamentos no participa en el 
nombramiento de los Directores de las agencias de inteligencia y seguridad, pero algunos sí. Hay 
casos en los que el Director del servicio de inteligencia federal es un parlamentario o exparlamentario, 
pero siempre de la oposición. Ese es un aspecto muy interesante: el Parlamento alemán decidió 
nombrar a un representante de la oposición para ser Director del servicio para facilitar la transparencia 
y para demostrar la confianza en la oposición y en la capacidad de un representante de la oposición 
para llevar adelante el servicio. 


La revisión de acuerdos sobre el uso compartido de la información con organismos de 
supervisión se considera una buena práctica que ha sido adoptada por diversos Estados. Las 
normativas sobre el acceso parlamentario a información son casi siempre distintas a las de acceso 
público. Precisamente, en Europa se hace una diferencia entre el acceso parlamentario a la 
información. En casi todos los Estados, los Parlamentos disponen de acceso privilegiado a la 
información clasificada que les capacite para supervisar las agencias de inteligencia y de seguridad. La 
ley debería mencionar este acceso privilegiado y determinar a qué información el público no tiene este 
acceso. 


A nivel nacional las Comisiones especializadas responsables de la supervisión de las 
agencias de inteligencia y de seguridad son casi siempre organismos del Parlamento que tienen 
acceso a información clasificada. Ahora bien, en cuanto al acceso de estas Comisiones a información 
clasificada, no en todos los países europeos es garantizado para cada parlamentario. Hay Parlamentos 
en los que se insiste en una examinación del pasado del parlamentario. Es preferible para la ley dotar a 
los organismos de supervisión con el derecho de solicitar acceso a información clasificada que 
consideren relevante para su unidad, mandato y funciones y emitir una lista específica de los tipos de 
información a que pueden tener acceso. Por ejemplo, en mi país existe esa lista específica de los tipos 
de información. No solamente hay información calificada o secreta, sino que también se define el 
acceso y las condiciones del acceso, si no es permanente. 


Es una práctica común para las agencias de inteligencia o el Ejecutivo, que se solicite revelar 
al Parlamento información sobre amenazas a la seguridad nacional. En la mayoría de los Estados de la 
Unión Europea los miembros del Parlamento no están sujetos a autorización de seguridad, pero una 
minoría sí. La mayoría de los Estados consideran un crimen la revelación no autorizada de información 
clasificada por parte de miembros del Parlamento y otros supervisores. Este también es un aspecto 
que debe regularse en la ley. 


SEÑOR TROBO.- ¿A qué se refiere con que los parlamentarios no están sujetos a autorización de 
seguridad? 


SEÑOR FLURI.- Que no son sujetos a examinación para la autorización. Es decir, que no necesitan ser 
examinados. 


Esta presentación tuvo que ver con la legislación europea. Como mencioné, hay muchas 
diferencias, pero también hay motivos comunes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La presentación ordenó bajo el título de pautas legislativas, aspectos que ya 
están en algunos de los proyectos que nosotros estamos considerando y permitió ordenar los desafíos 
que la Comisión va a enfrentar a la hora de abordar la legislación en concreto. 


En el material que está en nuestro poder hay distintas formas de abordaje, incluso en 
Europa, a fin de solucionar algunos aspectos que están planteados. No sé si el doctor Fluri tiene idea 
de dar algún ejemplo en concreto sobre los abordajes. 


SEÑOR FLURI.- Tengo ejemplos concretos, pero me parece que sería muy aburrido leerlos. Los 
tenemos en versión español y los podemos distribuir. Por ejemplo, leer el modelo de la legislación 
canadiense sería muy arduo. Esto puede servir como modelo de una manera más técnica, pero no se 
puede introducir en diez minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el material que poseemos, nosotros ya hemos visto algunos modelos o 
soluciones que se dieron a algunos temas y si esta nueva información está en español, la 
distribuiremos entre los miembros de la Comisión. 


SEÑOR TROBO.- Quiero realizar dos preguntas. 


La primera es, a juicio del Centro, cuáles serían las legislaciones de la región de América, 
sobre todo de América Latina, más ajustadas a lo que pueden ser los parámetros más modernos que 
se han seguido a nivel internacional. 


La otra, es si el doctor Fluri tiene idea de si la legislación debería ser una legislación marco 
que después en la etapa de reglamentación, por la vía de resoluciones del Poder Ejecutivo, se fuera 
introduciendo en los distintos mecanismos, o si debe ser una ley precisa y clara en todos los aspectos, 
determinando procedimientos, procesos, mecanismos y formas de intercambio de información. 


SEÑOR FLURI.- En cuanto a las legislaciones latinoamericanas, solo hemos analizado la de Argentina. 
El problema es que nuestros expertos no hablan español y, si no hay traducción, no pueden hacer el 
análisis. Por lo tanto, hemos analizado la legislación de Argentina porque nos pidieron hacerlo y 
discutirlo con ellos, pero no lo hemos hecho con la de otros países de Latinoamérica. 


Con respecto a las Américas, hemos analizado la legislación de Canadá y lo hemos traducido 
para esta ocasión. 


En cuanto a una legislación modelo, no quiero ser excluyente, pero me parece que cada 
legislación europea podría servir como modelo, no para imitar o copiar. Este catálogo de preguntas 
está reflejado en cada ley europea. Puede servir como esquema, pero las soluciones de Uruguay serán 
distintas de las de los países europeos. 


En cuanto a la segunda pregunta, hay una gran tentación, que se debe resistir, de regular 
todo en una ley, porque es un fenómeno que hemos experimentado en las democracias jóvenes de 
Europa oriental. Se quiere regular todo en una ley y así entran en ella cuestiones que deben ser 
reguladas a otros niveles; deben ser reguladas y tienen relación con la esfera de la inteligencia pero 
son cuestiones para la ejecución de la ley o tienen que discutirse a nivel de la Constitución o de otra 
ley. 


Hay que resistir a la gran tentación de incluir todo en una ley marco. 


SEÑORA DALMÁS.- En primer lugar, quiero agradecer al doctor Fluri el esfuerzo que ha realizado, ya 
que hablar en otro idioma siempre es una exigencia muy grande. 


Me pareció muy buena esta última pregunta porque estamos pensando en una ley marco. 
Esa tentación de la que habla es muy común pero restringe la posibilidad de cambio más fácil y 


adecuado a los tiempos y a las cosas que están ocurriendo. 


Quiero decirle que una característica del Uruguay es que todavía no estamos maduros como 
para confiar unos en otros políticamente como requieren estas circunstancias. Hay una confianza de 
base en la posibilidad de la elección de una comisión de control o de un asesoramiento. En nuestro 
Parlamento el asesoramiento es bastante difícil en todas las materias y este es un problema común a 
todos los Legisladores. Cada uno tiene su cuerpo de asesores. Hay asesores parlamentarios pero no 
hemos logrado siquiera para el Presupuesto nacional un asesoramiento común. Por eso me parece 
que estamos un poco lejos de determinadas posibilidades. Adaptada a la realidad uruguaya y, por 
supuesto, producto de la discusión y del trabajo de todos los partidos, vamos a lograr aquella ley de 
inteligencia posible que cumpla las pautas legislativas que nos han planteado de la mejor manera 
posible, pero seguro que no va a ser de las mejores del mundo debido a las restricciones que 
mencionaba. Esa es mi opinión personal. 


Reitero el agradecimiento por la información y por la forma de razonar y de evaluar. Más 
importante que el contenido que tenga la ley en el futuro, son las pautas para evaluar, y creo que han 
sido muy útiles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este último tema es una discusión que tendremos que dar en la Comisión. 


En mi opinión, si cumpliéramos con todas las pautas que el doctor Fluri expuso respecto a 
los contenidos que debe tener una ley de este tipo, seguramente, para algunos resultaría muy 
abarcativa y para otros poco abarcativa. Me doy por satisfecho con la presentación de los problemas 
que la ley debería asumir. Después habrá que ver si la Comisión entiende que hay que entrar más en 
profundidad a algunos. En Uruguay la ley admite una reglamentación por parte del Poder Ejecutivo. 
Uno puede estar atrás de la reglamentación, pero es potestad del Poder Ejecutivo reglamentar las 
leyes. 


En mi opinión, si lográramos dar respuesta a todas las preguntas de la presentación, creo 
que tendríamos una ley marco relativamente potente, pero eso será discusión de la Comisión. 


(Diálogos.) 
Reiteramos el agradecimiento al doctor Fluri. 


Mañana se realizarán las reuniones bilaterales con traducción simultánea y el miércoles a las 
12 horas habrá una presentación resumen de las recomendaciones finales del doctor Fluri. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 15.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


